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RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL / PÓLIZA DE SEGUROS SUSCRITA NO AMPARABA EL DAÑO RECLAMADO / ASEGURADO INCUMPLIÓ LAS CLAUSULAS DEL CONTRATO. “[L]a cobertura por la que se reclama, esto es, andenes y vías de acceso o cerramiento, según lo afirmó la funcionaria, y eso es lo que se lee en la póliza, quedó amparada por un riesgo específico: el incendio, no con el que a la postre causó el daño en andenes y vías de acceso, esto es, el desbordamiento del río, que dio origen a que esas estructuras colapsaran por diversos factores que luego se mencionarán. Esa circunstancia llevaba por sí misma al fracaso de las pretensiones, por cuanto la contingencia acaecida difiere de la que fue amparada; y aunque la demandada no lo manifestara así en sus excepciones, es lo cierto que una decisión judicial debe comenzar por el análisis del derecho que se reclama, es decir, si existe. Si así ocurre, se deben abordar las excepciones que para controvertirlo se propongan; pero en caso contrario, es decir, que el derecho mismo fue imposible acreditarlo, ningún pronunciamiento requieren las excepciones que se esgriman. (…) Leída con detenimiento esta garantía, contrario a lo que aduce la demandante, ella no se limitó a la zona de las bodegas, sino que se extendió a la prevención y corrección, por cualquier evento, a causa del aumento, la desviación del cauce del río, que afectara “cualquiera” de las instalaciones cuyo riesgo fue amparado. De allí que como la entidad demandante sostiene con ahínco que los andenes, vías de acceso y cerramiento, quedaron involucrados entre los bienes susceptibles de protección, incluso más allá de la contingencia del incendio, es evidente que para esas zonas también se hacía extensiva la garantía que se contrajo. (…) [E]l siniestro ocurrió a causa de una suma de factores que detonaron con el fuerte aguacero que cayó en la zona para el 30 de noviembre de 2011, producto del cual quedó al descubierto que influyeron situaciones de variado tipo, como el talud verificado, el inadecuado manejo de las aguas, la socavación, el flujo de vehículos, como bien se destacó luego del análisis de la prueba documental allegada, sobre cuya valoración, para lo que interesa a esta decisión, ningún reproche cabe en esta sede. Si ello es así, salta a la vista que la Central Mayorista de Alimentos Mercasa PH, no puede pretender el cumplimiento de las cláusulas del contrato de seguro, dado que tampoco se allanó a cumplir por su parte la garantía acordada que, se reitera, consistió en adoptar las medidas necesarias para evitar que el cauce del río afectara cualquiera de las instalaciones sometidas a riesgo, entre ellas, sin duda, los andenes y vías de acceso que colapsaron, precisamente, porque cedió el terreno a causa de “Talud verticalizado que limita el cauce del río Consota, pendiente, tipo de materiales en corona, socavación en la base, aportes de agua por grietas en la vía superior y vibraciones por flujo vehicular”. (…) En últimas, pues, sea porque, como dijo el Juzgado, el siniestro que dio origen al daño fue distinto al incendio, bajo cuyo ramo quedaron protegidos los andenes y las vías de acceso, ora porque la entidad demandante no se ajustó al cumplimiento de las garantías convenidas con la aseguradora, las pretensiones estaban destinadas a fracasar. Por tanto, se confirmará el fallo de primer grado. ”.

Citación jurisprudencial: CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SCC, sentencia del 27 de febrero de 2012, Rad. 11001-3103-002-2003-14027-01.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, diciembre dieciséis de dos mil dieciséis
Expediente 66001-31-03-005-2012-00455-01
Acta No. 593 de diciembre 15 de 2016
Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la demandante contra la sentencia del 22 de julio de e 2014, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en este proceso ordinario de responsabilidad civil contractual iniciado por la Central Mayorista de Alimentos Mercasa Propiedad Horizontal frente a La Previsora S.A. Compañía de Seguros.

ANTECEDENTES

  



Pidió la demandante que se declare que “el SEGURO AREAS COMUNES POLIZA MULTIRIESGO No. 1000569, y su certificado de renovación No. 17” (sic) por ella adquiridos, cuentan con el amparo para daños por agua, anegación, suelos y terrenos; además, que en el aludido certificado se discrimina el amparo para los andenes, las vías de acceso y cerramiento, y que la póliza tiene vigencia del 21 de mayo de 2011 a similar fecha del 2012; que el fuerte aguacero caído el 30 de noviembre de 2011, produjo una creciente del río Consota, causó la avería a una de las vías principales y andenes de la Central Mayorista de Alimentos Mercasa P.H., daños que ascienden a $73’075.977,oo, que la aseguradora demandada le adeuda junto con sus intereses moratorios desde la fecha de objeción de la reclamación, por haber negado su pago y debe condenársele a que lo realice, además de las costas del proceso. 

  



En resumen, soportó lo pedido en que adquirió la póliza y el certificado de renovación señalados, que ampara daños por agua de $18.151.060.750,oo, por anegación en el mismo valor, y suelos y terrenos en cuantía de $500.000.000,oo; a la vez, el certificado discrimina el amparo para los andenes por valor de $294.000.000,oo y las vías de acceso y cerramiento por $280.000.000,oo. Agregó que el 30 de noviembre de 2011, un fuerte aguacero produjo la creciente del río Consota, que causó deterioros en una de las vías principales y en una sección de los andenes de la Central Mayorista, cuya reparación ascendió a $73.075.977,oo. 

   



El siniestro fue reportado a la empresa Delima Marsh, intermediaria de la Previsora S.A., que respondió que la aseguradora  manifestó la imposibilidad de atenderla, porque se incumplieron las garantías estipuladas, según las condiciones particulares de la póliza, concretamente las que excluyeron el amparo de muros de contención, muros de gavión, los daños a bodegas por causa de deslizamientos de tierra o taludes originados por anegación, crecimiento o desbordamiento del río; también la que señala que era inminente una intervención técnica inmediata a los taludes de estabilización del terreno, por cuanto las bodegas MP irrespetan las normas de cercanía al río; y que hasta tanto se realizaran las medidas necesarias  para prevenir, corregir, eventos por aumento, desviación del cauce del río que afecte cualquiera de las instalaciones (edificios) del riesgo quedaba por fuera del amparo. Ante esa manifestación solicitó a la aseguradora que reconsiderara la negación del pago, por cuanto el reclamo no correspondía a muros de contención o gaviones, pues la zona donde ocurrió el siniestro es opuesta a la de las bodegas, si bien se trata de vías de acceso y andenes. Nuevamente le devolvieron los documentos y se ratificó la negativa a pagar la indemnización. 

   



Admitida la demanda, se corrió traslado a la aseguradora, que en su respuesta, por medio de asesor judicial, aludió a los hechos, se opuso a las pretensiones y propuso como excepciones las que llamó (i) “inexistencia de la obligación de indemnizar por carencia absoluta de cobertura según las condiciones de la póliza 10000569 expedida”, según la cual no se ampararon muros de contención, muros en gavión; los daños a bodegas por causa de deslizamiento de tierra o taludes originados por anegación, crecimiento o desbordamientos del río; (ii) “Incumplimiento de las garantías estipuladas”, ya que desacató las medidas necesarias para prevenir, corregir cualquier evento por aumento, desviación del cauce del río que afecte a cualquiera de las instalaciones (edificios) del riesgo, para que pudieran ser amparados los daños; adicionalmente, los andenes y vías de acceso son áreas comunes que quedaron incluidos en los términos de la póliza; (iii) “límite del valor asegurado para las diferentes coberturas de la póliza áreas comunes N o. 10000569” en caso de que fracasen las anteriores; (iv) “condiciones generales y exclusión de la póliza” teniendo en cuenta las condiciones generales y particulares de la póliza”, (v) la mal denominada genérica; y (vi) subsidiariamente, dice, el “incumplimiento de la documentación exigida para la atención del siniestro”. 

   



Surtido el traslado de las excepciones, a cuya prosperidad se opuso la demandante, se realizó la audiencia del artículo 101 del C. de P. Civil, se decretaron y practicaron las pruebas, se corrió traslado para alegar, derecho del que ambas partes hicieron uso ratificando sus posiciones. Enseguida se dictó el fallo, en el que se desestimaron las pretensiones de la demanda. 

   



Sostuvo la funcionaria que los andenes y vías de acceso y cerramiento fueron amparados en la póliza, pero por una contingencia diversa a la que produjo el perjuicio, es decir, por causa de un incendio, como quedó establecido en la póliza y su renovación. Entonces, si lo que se prueba es que el daño fue debido a un fuerte aguacero, y no a un incendio, la demanda tenía que fracasar. Enseguida aludió a unas exclusiones de la póliza sobre áreas comunes.
  



Apeló la demandante. En un extenso escrito, su apoderado judicial señaló, en resumen, que  (i) la póliza se denominó seguro áreas comunes; (ii) cubre daños por agua, por anegación, y suelos y terrenos; además, el certificado de renovación discrimina el amparo para andenes y vías de acceso y cerramiento; el título “AMPAROS CONTRATADOS INCENDIO” no representa el objeto legal de la póliza; (iii) la demanda se funda en los argumentos presentados por la aseguradora para evitar el pago del siniestro, que obedecieron a circunstancias distintas a que el amparo contratado fuera el incendio; (iv) cuando la póliza alude a daños por agua se refiere a la que proviene del interior del inmueble, y en el caso de la anegación, alude a daños por agua proveniente del exterior del bien y resulta ilógico pensar que se aseguren andenes, vías de acceso o cerramiento solo por incendio, cuando hay otros riesgos que los pueden afectar; (v) en cuanto a las exclusiones, precisó que la cita jurisprudencial que trajo la funcionaria es incompleta, si bien en el párrafo siguiente se detiene en el análisis de las condiciones particulares, actitud censurable, pues creó su propia interpretación del contrato suscrito; (vi) el contrato de seguro es solemne, bilateral, oneroso, aleatorio y de ejecución sucesiva, y como en todo negocio jurídico, prima la voluntad de los contratantes, de manera que las condiciones generales operan a falta de estipulaciones particulares. 
   



En esta sede, replicó la parte demandada que pidió que se confirme el fallo, ya porque, como se adujo en la sentencia, el siniestro demandado carecía de cobertura; o bien porque, de acuerdo con las condiciones particulares, se incumplió la garantía pactada. 
CONSIDERACIONES

1. Reunidos están los presupuestos procesales y no se vislumbra causal alguna de nulidad que pueda dar al traste con lo actuado. 

2.
Como viene de verse, el Juzgado negó las pretensiones incoadas por la Central Mayorista de Alimentos Mercasa P.H., en atención a que la póliza allegada muestra que los andenes y las vías de acceso y cerramiento estaban amparadas por la contingencia de un incendio, en cambio no, por la que desencadenó el siniestro, que fue la presencia de un fuerte aguacero. 
3.
La apelación se sustenta, en buena medida, en que el Juzgado se apartó de la senda trazada en el proceso, en cuanto carecía de discusión si el seguro cobijaba estos bienes; a partir de allí, dejó de considerar las condiciones particulares del contrato, que señalan que sí lo estaban. 
4.
En orden a dilucidar esa problemática, que, se advierte desde ahora, conducirá a la confirmación del fallo, es pertinente aludir a varios asuntos: (i) el contrato de seguro y sus características y elementos; (ii) las cláusulas generales y particulares; (iii) la cobertura, para el caso concreto, de la contingencia que dio lugar al siniestro; (iv) las garantías pactadas. 

5.
Un contrato de seguro, que no lo define la ley sustancial, se entiende como aquel por el cual una persona (asegurador), debidamente autorizada, asume los riesgos de otra (tomador), quien, obrando por cuenta propia o ajena, se los traslada a cambio de una prima; convenio que es consensual, bilateral, oneroso, aleatorio y de ejecución sucesiva (artículos 1036, 1037, 1039 y 1045, C. de Comercio). 
En este género fueron ubicadas varias especies, entre ellas, los seguros de daños, respecto de los cuales, señala el artículo 1083 del estatuto mercantil, que toda persona tiene interés asegurable en su patrimonio cuando pueda resultar afectado, directa o indirectamente, por la realización de un riesgo. Este  tipo, como cualquiera otro, se somete a unas reglas genéricas, entre las que cuenta el artículo 1047, que alude al contenido de la póliza y establece, por ejemplo, que ella debe expresar, además de las condiciones generales del contrato, las “demás condiciones particulares que acuerden los contratantes”; lo que ocurre es que, de ordinario, la póliza misma contiene aquellas, en tanto que estas regularmente aparecen en un documento anexo. En todo caso, de no haberse pactado, se tendrán por tales las que aparezcan en la póliza o anexo que el asegurador haya depositado en la Superintendencia respectiva para ese mismo ramo, amparo, modalidad del contrato y tipo de riesgos (art. 1046, pár. 1°). 

Es claro, eso sí, que aquellas expresiones de que un contrato surge, entre otras causas, del concurso real de voluntades de dos o más personas (art. 1494 C. Civil), se reflejan en la autonomía de la voluntad de los contratantes, para fijar las pautas que deben seguirse en la ejecución del acuerdo, siempre que no contravengan  la ley o el derecho ajeno. 

6.
Para el caso del contrato de seguros, que se rige por esta regla, ajustadas entre tomador y asegurador aquellas condiciones generales y especiales, por su tamiz tendrán que pasar para el cumplimiento de las obligaciones recíprocas que han contraído. 

En esta oportunidad, es preciso recordar que toda la discusión radica, precisamente, en las condiciones generales y especiales contenidas en el certificado de renovación de la póliza 100569, denominada SEGUROS ÁREAS COMUNES PÓLIZA MULTIRRIESGO, con vigencia entre mayo 21 de 2011 e igual fecha de 2012. 

Como resaltó el Juzgado, los amparos contratados fueron incendio, terremoto, rotura de maquinaria, sustracción, responsabilidad civil, manejo y transporte (f. 12 y 13, c. 1); dentro del riesgo 1, se incluyó el ramo 3 de incendio (f. 13); en tanto que el valor asegurado allí fue de $18.151´060.750,oo (f. 17), y al describir los bienes cobijados por este riesgo, incluidos allí los andenes, las vías de acceso y cerramiento (f. 23 y 24), a estos últimos se les aseguró por valores de $294.000.0000,oo y $280’000.0000,oo respectivamente, y el global de todos ellos sumó, exactamente, los $18.151´060.750,oo. 
Esto es relevante, porque la demanda tuvo origen en que el 30 de noviembre de 2011, un fuerte aguacero produjo la creciente el río Consota, lo que ocasionó averías en las principales vías y en una sección de andenes de la Central Mayorista de Alimentos, Mercasa P.H., que se aduce que tienen cobertura en la póliza, ya que se ampararon los daños por agua y anegación, así como los suelos y terrenos, los andenes y las vías de acceso. 
A partir de esa premisa, la demandada se defendió argumentando que es inviable el pago del siniestro por dos razones: una, que en las condiciones particulares no fueron amparados muros de contención y en gavión, como tampoco los demás daños a bodegas por causa de deslizamientos de tierra o taludes originados por anegación, crecimiento o desbordamiento del río. Y la otra, que se incumplió la garantía pactada, en virtud de la cual era necesaria una “INTERVENCIÓN TÉCNICA INMEDIATA A LOS TALUDES, ESTABILIZACIÓN DEL TERRENO POR CUANTO LAS BODEGAS DE MP NO RESPECTAN LAS NORMAS DE CERCANÍA AL RÍO… HASTA TANTO NO SE REALICEN LAS MEDIDAS NECESARIAS (sic) PARA PREVENIR, CORREGIR CUALQUIER EVENTO POR AUMENTO, DESVIACIÓN DEL CAUSE (sic) DEL RÍO QUE AFECTE CUALQUIERA DE LAS INSTALACIONES (EDIFICIOS) DEL RIESGO NO SE AMPARAN ESTOS DAÑOS”. 

Ahora, el Juzgado se apoyó, para resolver, en que: (i) los andenes y vías de acceso y cerramiento sí fueron amparados por el seguro, pero por un riesgo concreto: el incendio, que no fue el que dio origen a este asunto; y (ii) en el clausulado general se excluyen las pérdidas provenientes de hundimientos, desplazamientos, agrietamientos, asentamiento de edificios o construcciones, deslizamientos de tierras y fallas geológicas, a menos que sean consecuencia de riesgos de terremoto, temblor, maremoto o erupción volcánica.   
A primera vista, entonces, algo de razón tiene la recurrente, en cuanto aduce que el Juzgado se apartó de la cuestión fáctica planteada en la demanda y en las excepciones propuestas y se movió en un terreno diferente al del debate mismo. Y así es, porque salta a la vista que la Compañía de Seguros nunca adujo que la contingencia no estuviera cubierta por tratarse de andenes o vías de acceso o cerramiento, o porque el hecho fuera diferente a un incendio. Lo que manifestó es que por fuera del amparo quedaron muros de contención o en gavión, los daños a bodegas por causa de deslizamientos de tierras o taludes originados por anegación, crecimiento o desbordamiento del río; y, además, se incumplió la aludida garantía. 
A pesar de ello, como antes se dijo, la cobertura por la que se reclama, esto es, andenes y vías de acceso o cerramiento, según lo afirmó la funcionaria, y eso es lo que se lee en la póliza, quedó amparada por un riesgo específico: el incendio, no con el que a la postre causó el daño en andenes y vías de acceso, esto es, el desbordamiento del río, que dio origen a que esas estructuras colapsaran por diversos factores que luego se mencionarán. 
Esa circunstancia llevaba por sí misma al fracaso de las pretensiones, por cuanto la contingencia acaecida difiere de la que fue amparada; y aunque la demandada no lo manifestara así en sus excepciones, es lo cierto que una decisión judicial debe comenzar por el análisis del derecho que se reclama, es decir, si existe. Si así ocurre, se deben abordar las excepciones que para controvertirlo se propongan; pero en caso contrario, es decir, que el derecho mismo fue imposible acreditarlo, ningún pronunciamiento requieren las excepciones que se esgriman.
Eso, sencillamente, fue lo que hizo el juzgado; revisar el contenido de la póliza, establecer los riesgos amparados, verificar si la situación que originó el daño estaba protegida. Concluyó, previo el análisis de las pruebas, que la avería de andenes y vías de acceso fue producto de una contingencia que no se incluyó en la póliza y, por tanto, negó lo pedido, decisión en la que la Sala no advierte ningún dislate. 
7.
Con todo, aun si se atendiera la réplica de la demandante y se aceptara que, en efecto, la póliza abarcaba cualquier contingencia en la que se vieran involucrados andenes o vías de acceso y cerramiento, que para el caso se afectaron, según lo aceptan al unísono las partes; e incluso si se abriera paso la crítica al fallo por ocuparse de cuestiones que no fueron debatidas, en todo caso las pretensiones se verían frustradas, porque es indiscutible que en un contrato, una de las partes puede reclamar las obligaciones derivadas del mismo en cuanto se allane por su lado a cumplir las que le incumben, circunstancia que fue planteada por la aseguradora. 
Concretamente, dispone el artículo 1061 del C. de Comercio que una garantía, en asuntos de seguros, es “la promesa en virtud de la cual el asegurado se obliga a hacer o no hacer determinada cosa, o a cumplir determinada exigencia, o mediante la cual afirma o niega la existencia de determinada situación de hecho”  y debe constar en la póliza o sus documentos accesorios. Por lo demás, reza la norma que si no se cumple estrictamente, el contrato será anulable.  
Sobre esta materia, se ha dicho que: 

2.
Aún al margen de lo anterior, ex artículo 1061 del Código de Comercio, la garantía es la promesa por la cual el asegurado se obliga a hacer o no determinada cosa, o a cumplir determinada exigencia, afirma o niega determinada situación fáctica y “sea o no sustancial respecto del riesgo, deberá cumplirse estrictamente. En caso contrario, el contrato será anulable. Cuando la garantía se refiere a un hecho posterior a la celebración del contrato, el asegurador podrá darlo por terminado desde el momento de la infracción”.

En lo atañedero a sus antecedentes y aplicación, la Corte tiene dicho: “La génesis de los actuales artículos 1061 y 1062 se encuentra en los artículos 1957, 1958 y 1959 del proyecto de Código de Comercio que el Gobierno Nacional encomendó a una comisión de juristas en el año de 1958. Los citados artículos, in extenso, eran del siguiente tenor: ‘Artículo 1957. Se entenderá por garantía la promesa en virtud de la cual se obligue al asegurado a hacer o no determinada cosa, o a cumplir determinada exigencia, o mediante la cual afirme o niegue la existencia de determinada situación de hecho’. ‘La garantía podrá ser expresa o implícita’. La garantía, sea o no sustancial respecto del riesgo, deberá cumplirse estrictamente. En caso contrario, terminará el contrato desde el momento de la infracción. Y será nulo, si la garantía fue condición determinante de la voluntad del asegurador.’(…) ‘Los tres preceptos antes mencionados, se reprodujeron en el actual Código de Comercio en los arts. 1061 y 1062, con puntuales variaciones, aun cuando de acentuada relevancia (…). Sin embargo, la modificación de más trascendencia, importa resaltarlo, fue la introducida al segundo inciso del artículo 1957 del proyecto, pues en el tercer inciso del artículo 1061 se consagró que ‘[l]a garantía, sea o no sustancial respecto del riesgo, deberá cumplirse estrictamente. En caso contrario, el contrato será anulable. Cuando la garantía se refiera a un hecho posterior a la celebración del contrato, el asegurador podrá darlo por terminado desde el momento de la infracción’. Un parangón entre los dos textos, permite deducir que ambos consagran una consecuencia jurídica diversa en caso de incumplimiento o infracción de la garantía, pues al paso que el proyecto de 1958 establecía la terminación automática del contrato de seguro o la nulidad cuando la garantía era determinante del asentimiento del asegurador, el Código actual consagra su anulabilidad y si la garantía se refiere a un hecho posterior a la celebración del contrato, la terminación del mismo desde el momento de la infracción, a opción del asegurador’ (cas. civ. sentencia de 30 de septiembre de 2002, exp. n° 4799)”. 

Desde esta perspectiva, cuando la garantía consiste en un hecho posterior al contrato de seguro, su inobservancia otorga el derecho a terminarlo desde la contravención. El seguro, no termina de suyo, por sí y ante sí, sino por decisión unilateral de la aseguradora, facultad que puede ejercer o no. 

Sin embargo, incumplida la garantía, desde luego, se incumple el contrato, y esta conducta genera consecuencias a la parte incumplida, según entendió con acierto el ad quem. En particular, no puede pretenderse indemnización alguna por el siniestro ocurrido durante o por causa del incumplimiento de las obligaciones adquiridas en virtud del seguro.

De este modo, la inobservancia de la garantía concede derecho al asegurador para terminar el contrato por decisión suya, y también al margen de esta posibilidad, desencadena efectos nocivos al incumplido.

Pues bien, al comienzo quedó plasmado que en la póliza de seguro se pactaron unas garantías. Explícitamente se consignó que era inminente una “INTERVENCIÓN TÉCNICA INMEDIATA A LOS TALUDES, ESTABILIZACIÓN DEL TERRENO POR CUANTO LAS BODEGAS DE MP NO RESPETAN LAS NORMAS DE CERCANÍA AL RÍO… HASTA TANTO NO SE REALICEN LAS MEDIDAS NECESARIAS (sic) PARA PREVENIR, CORREGIR CUALQUIER EVENTO POR AUMENTO, DESVIACIÓN DEL CAUSE (sic) DEL RÍO QUE AFECTE CUALQUIERA DE LAS INSTALACIONES (EDIFICIOS) DEL RIESGO NO SE AMPARAN ESTOS DAÑOS”.
Leída con detenimiento esta garantía, contrario a lo que aduce la demandante, ella no se limitó a la zona de las bodegas, sino que se extendió a la prevención y corrección, por cualquier evento, a causa del aumento, la desviación del cauce del río, que afectara “cualquiera” de las instalaciones cuyo riesgo fue amparado. De allí que como la entidad demandante sostiene con ahínco que los andenes, vías de acceso y cerramiento, quedaron involucrados entre los bienes susceptibles de protección, incluso más allá de la contingencia del incendio, es evidente que para esas zonas también se hacía extensiva la garantía que se contrajo. 

Y bastaría ver la descripción que hace el fallo de primer grado, a la que nada habría qué agregarle, para concluir que el siniestro ocurrió a causa de una suma de factores que detonaron con el fuerte aguacero que cayó en la zona para el 30 de noviembre de 2011, producto del cual quedó al descubierto que influyeron situaciones de variado tipo, como el talud verificado, el inadecuado manejo de las aguas, la socavación, el flujo de vehículos, como bien se destacó luego del análisis de la prueba documental allegada, sobre cuya valoración, para lo que interesa a esta decisión, ningún reproche cabe en esta sede. 
Si ello es así, salta a la vista que la Central Mayorista de Alimentos Mercasa PH, no puede pretender el cumplimiento de las cláusulas del contrato de seguro, dado que tampoco se allanó a cumplir por su parte la garantía acordada que, se reitera, consistió en adoptar las medidas necesarias para evitar que el cauce del río afectara cualquiera de las instalaciones sometidas a riesgo, entre ellas, sin duda, los andenes y vías de acceso que colapsaron, precisamente, porque cedió el terreno a causa de “Talud verticalizado que limita el cauce del río Consota, pendiente, tipo de materiales en corona, socavación en la base, aportes de agua por grietas en la vía superior y vibraciones por flujo vehicular”.
Así lo señala el informe técnico de emergencia (f. 9, c. 2), que la misma parte demandante allegó, en el cual se efectúan unas observaciones complementarias que concluyen en que “El sitio afectado se presenta en la margen exterior de un meandro donde se producen fuertes acciones erosivas del río Consota. Se requiere la implementación INMEDIATA de obras de estabilización del talud afectado, que involucre la estabilización de la superficie y obras de control de erosión en la base”.
Si se observa bien, en eso consistían las garantías que ofreció la Central demandante; sin embargo, no las cumplió. 

8.
En últimas, pues, sea porque, como dijo el Juzgado, el siniestro que dio origen al daño fue distinto al incendio, bajo cuyo ramo quedaron protegidos los andenes y las vías de acceso, ora porque la entidad demandante no se ajustó al cumplimiento de las garantías convenidas con la aseguradora, las pretensiones estaban destinadas a fracasar. 

Por tanto, se confirmará el fallo de primer grado. 

Las costas de segunda instancia, correrán a cargo de la demandante y a favor de la demandada. Ellas se liquidarán siguiendo las reglas del Código General del Proceso. 
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
CONFIRMA la sentencia del 22 de julio de e 2014, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en este proceso ordinario de responsabilidad civil contractual iniciado por la Central Mayorista de Alimentos Mercasa Propiedad Horizontal frente a La Previsora S.A. Compañía de Seguros.
Costas en esta sede a cargo de la recurrente y a favor de la demandada. Liquídense en la forma señalada en el artículo 366 del C.G.P., de manera concentrada, en primera instancia, dado que la transición en este caso al nuevo estatuto debe darse a partir del proferimiento de este fallo.  

Notifíquese

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


    DUBERNEY GRISALES HERRERA
Con salvamento parcial de voto 
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 27 de febrero de 2012, referencia 11001-3103-002-2003-14027-01, M.P. William Namén Vargas
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